
Medellín, 28 de diciembre de 2023. 

Señor Juez de Tutela (REPARTO) 

E.S.D 

 
ACCIONANTE: JUAN ESTEBAN DURANGO VERONA 

ACCIONADOS: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL - FUNDACIÓN 
UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA. 

 
 
 

ASUNTO: PRESENTO ACCION DE TUTELA JUAN ESTEBAN DURANGO 
VERONA (REPARTO) 

 

JUAN ESTEBAN DURANGO VERONA, ciudadano, mayor de edad, identificado con 
la cédula de ciudadanía No. 1.007.386.748 de Medellín, actuando a nombre propio, 
ante usted su señoría, con el debido respeto presento ACCION DE TUTELA, 
derecho amparado en el Artículo 86 de la Constitución Política de Colombia, 
reglado por el Decreto 2591 de 1991, a fin de que se tutelen los siguientes derechos 
fundamentales: DERECHO AL TRABAJO, AL ACCESO A LOS CARGOS 
PÚBLICOS EN CONEXIDAD CON LOS PRINCIPIOS DEL MÉRITO, CELERIDAD 
Y EFICACIA, A LA IGUALDAD AL DESEMPEÑO DE FUNCIONES, AL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE PETICIÓN EN CONEXIDAD CON EL DEBIDO PROCESO 
ADMINISTRATIVO, DERECHO A LA IGUALDAD, DERECHOS ADQUIRIDOS, 
afectados por la COMISION NACIONAL DE SERVICIO CIVIL CNSC y la 
FUNDACION UNIVERSITARIA AREA ANDINA, de conformidad con los siguientes: 

 

HECHOS 

PRIMERO: El pasado 15 de marzo del 2023 me inscribí a la convocatoria proceso 
de selección DIAN 2022 al cargo de “facilitador ll” con numero de inscripción 
563510142 para la OPEC 198260 todo esto por la plataforma SIMO, Dentro de este 
proceso se presentaron errores en mi cálculo de valoración de antecedentes, en la 
cual tengo en este momento 66.6 puntos de 100 posibles equivalentes al 10% de la 
puntuación final. 

 

SEGUNDO: En el momento que salió la verificación de antecedentes del proceso 
DIAN, el puntaje determinado de valoración de antecedentes fue 66.6 y en la 
reclamación de esta misma argumente que no estaban teniendo en cuenta un año 
completo de un certificado laboral del 15/02/2021 al 15/02/2022 de experiencia 
laboral relacionada, ya que no aparecía nada al respecto como lo muestro en la 
siguiente imagen: 



 
 
 

En la anterior imagen no me indicaba nada respecto a ese periodo de tiempo entre 
el 15/02/2021 al 15/02/2022, razón por la cual reclame en el momento, porque dicho 
tiempo no fue tenido en cuenta, y no porque son tiempos traslapados. 

 

TERCERO: La respuesta al primer punto fue la siguiente según el Área andina “No 
valido (No se valida el documento aportado, toda vez que, el periodo acreditado se 
traslapa completamente con el tiempo de experiencia valorado en AUTOAMERICA 
SA de conformidad con el Numeral 5.4. del Anexo por el cual se establecen las 
especificaciones técnicas del presente Proceso de Selección)” y para darle 
explicación también ponen lo siguiente “Con respecto a su petición sobre su folio de 
experiencia es importante aclarar lo siguiente el numeral 5.4. del Anexo por el cual 
se establecen las especificaciones técnicas de las diferentes etapas del proceso de 
selección DIAN 2022, establece: “cuando se presente Experiencia adquirida de 
manera simultánea en una o varias instituciones (tiempos traslapados), el tiempo de 
Experiencia se contabilizará por una sola vez.” (Negrilla fuera de texto)” como lo 
muestra la siguiente imagen: 



 
 
 

 
CUARTO: Teniendo en cuenta lo anterior puedo demostrar que los certificados no 
tienen en ningún momento fechas traslapadas, ya que en un certificado acreditan 
las fechas del 01 de mayo del 2019 al 15 de febrero del 2022 (ANEXO#1), y el otro 
certificado del 16 de febrero del 2022 al 15 de marzo del 2023 (ANEXO#2), son 
fechas continuas y no traslapadas. 

 

QUINTO: El día 24 de noviembre del 2023 interpongo derecho de petición a la 
COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL con numero de radicado N° 
2023RE222460 el cual a la fecha de esta acción de tutela no ha sido respondido 
dicho derecho de petición solicitaba la revisión y corrección de dicho puntaje ya que 
cumple con el anexo técnico del concurso DIAN. 



SESTO: Según la siguiente imagen tomada del anexo técnico 
 

 
 

El cargo al cual aplique teniendo en cuenta que es “facilitador ii” tiene como 
experiencia mínima 12 meses de experiencia laboral por lo cual aplica la anterior 
tabla, y de los 100 puntos posibles saque 66.67, de los cuales se distribuyen así; 

Pero en los certificados no se esta tomando un año entero por lo expuesto en el 
HECHO CUARTO Y mi puntaje tendría que ser de 70 puntos de los 100 ya que si 
tenemos en cuenta los meses que no se tuvieron en cuenta cumplo con mucho 
margen los meses adicionales para el puntaje de 20 por experiencia laboral 
relacionada y mi puntaje global tendría que ser de 77.93 ya que el puntaje cambiario 
por las situaciones expuestas. 

 

 
(Este el mi puntaje actual) 

 
 

Para simplificar esta parte el anexo indica que aparte de la experiencia relacionada 
mínima que son 12 meses de experiencia laboral si tengo otros 12 meses de 
experiencia laboral adicionales a los mínimos los puntos de valoración de 
antecedentes son 50 de los 100 y si adicional a todo eso tengo otro año de 
experiencia relacionada me dan 20 puntos de los 100 y esto lo cumplo ya que con el 
certificado laboral de AUTOAMERICA SA cumplo con la experiencia mínima, y con 
el certificado de CYJ CONSULTORES SAS en el cual tengo mas de dos años de 



experiencia laboral relacionada cumplo con el año adicional de experiencia laboral y 
otro año adicional de experiencia laboral relacionada por lo cual cumplo los 70 
puntos. 

 

DERECHOS VULNERADOS 

Con la omisión que dentro de los hechos se narra considero que se me han 
vulnerado los siguientes derechos: DERECHO AL DEBIDO PROCESO DERECHO 
AL TRABAJO, AL ACCESO ALOS CARGOS PÚBLICOS EN CONEXIDAD CON 
LOS PRINCIPIOS DE MERITO Y A LA IGUALDAD. 

 
 
 

FUNDAMENTACIÓN JURÍDICA 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona puede ejercer la 
acción de tutela “mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien 
actúe a su nombre” para la protección inmediata de sus derechos fundamentales, siempre 
que resulten amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública o de particulares. La acción de tutela resulta procedente cuando el accionante no 
disponga de otro medio de defensa judicial idóneo y eficaz para la protección de sus 
derechos, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar la consolidación de 
un perjuicio irremediable. Los siguientes son los requisitos generales de procedibilidad de la 
acción de tutela: (i) legitimación en la causa; (ii) inmediatez; y (iv) subsidiariedad. 

 

a. Legitimación en la causa Activa y pasiva, la acción de tutela debe ser promovida por el 
titular de los derechos fundamentales que se estiman vulnerados o amenazados, sea 
directamente o por su representante, por quien actúa a su nombre en calidad de agente 
oficioso, por el Defensor del Pueblo o por el Personero Municipal, a su vez, esta acción 
debe ser ejercida en contra del sujeto responsable de la vulneración o amenaza de los 
derechos fundamentales, sea este una autoridad pública o un particular. En relación con la 
legitimación en la causa por activa en el presente caso, la titular de los derechos afectados 
a nombre propio presenta la presente acción constitucional. En cuanto a la legitimación en 
la causa por pasiva, la acción es promovida en contra la Comisión Nacional del Servicio 
Civil y la Fundación Universitaria del Area Andina por ser las entidades involucradas en la 
vulneración de los derechos fundamentales. 

 

b. Inmediatez La presente acción de tutela se está impetrando en un tiempo prudencial, 
razonable y proporcionado a partir del hecho que genero la vulneración de los derechos 
fundamentales; de acuerdo a la Sentencia T- 327/2015 emitida por la Corte Constitucional, 
determinó que el requisito de inmediatez, exige que el ejercicio de la acción de tutela debe 
ser oportuno, es decir, dentro de un término y plazo razonable, pues la tutela, por su propia 
naturaleza constitucional, busca la protección inmediata de los derechos constitucionales 
fundamentales y por ello la petición ha de ser presentada dentro de un marco temporal 
razonable respecto de la ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos 
fundamentales. 



 

c. Subsidiariedad El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela 
“(…) sólo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, 
salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable. (…)”. En consecuencia, la procedibilidad de la acción constitucional estará 
sujeta a que el accionante quien considere sus derechos fundamentales vulnerados o 
amenazados, no cuente con otro medio de defensa judicial y que el medio existente no sea 
idóneo o eficaz para la defensa de los derechos cuyo amparo se pretende. De acuerdo con 
lo anterior, la tutela resulta procedente pues los derechos fundamentales requieren de una 
protección inmediata, que no puede ser proporcionada a través de la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho, toda vez que es un hecho notorio la prolongada duración de 
este tipo de procesos. Ahora bien, la Corte Constitucional mediante Sentencia T-605/2013 
expresó: “la existencia de otros mecanismos de defensa judicial no implica que la tutela 
deba ser declarada improcedente de plano, por el contrario, en cada caso concreto el juez 
debe determinar si las acciones disponibles pueden proveer una protección eficaz y 
completa a quienes la interponen” De conformidad con la Sentencia T-112A/14 señala: “En 
relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en numerosos 
pronunciamientos esta Corporación ha reivindicado la pertinencia de la acción de tutela 
pese a la existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para 
proteger en toda su dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al 
acceso a los cargos públicos. En algunas ocasiones los medios ordinarios no resultan 
idóneos para lograr la protección de los derechos de las personas que han participado en 
concursos para acceder a cargos de carrera” Asimismo, la Sentencia de Unificación 
Jurisprudencial SU-913 de 2009 de la CORTE CONSTITUCIONAL, que en materia de 
concursos de méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que no se 
encuentra solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso contencioso administrativo, 
pues su trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de 
derechos fundamentales que requieren de una protección inmediata por el Juez 
constitucional. “ACCIÓN DE TUTELA-Procedencia en materia de concurso de méritos para 
la provisión de cargos de carrera Considera la Corte que en materia de concursos de 
méritos para la provisión de cargos de carrera se ha comprobado que no se encuentra 
solución efectiva ni oportuna acudiendo a un proceso ordinario o contencioso, en la medida 
que su trámite llevaría a extender en el tiempo de manera injustificada la vulneración de 
derechos fundamentales que requieren de protección inmediata. Esta Corte ha expresado, 
que para excluir a la tutela en estos casos, el medio judicial debe ser eficaz y conducente, 
pues se trata nada menos que de la defensa y realización de derechos fundamentales, ya 
que no tendría objeto alguno enervar el mecanismo de tutela para sustituirlo por un 
instrumento previsto en el ordenamiento legal que no garantice la supremacía de la 
Constitución en el caso particular. (…)” Derechos fundamentales vulnerados Diversas 
sentencias emitidas por la honorable Corte Constitucional han sido enfáticas en precisar 
que “los concursos, cuya finalidad sea el acceso a la función pública, deben sujetarse 
estrictamente a los procedimientos y condiciones fijados de antemano y que las reglas que 
los rigen son obligatorias, no solo para los participantes sino también para la administración 
que, al observarlas, se ciñe a los postulados de la buena fe (C.P.art. 83), cumple los 
principios que según el artículo 209 superior guían el desempeño de la actividad 
administrativa y respeta el debido proceso (C.P.art. 29), así como los derechos a la igualdad 



(C.P.art. 13), y al trabajo (C.P.art. 25) de los concursantes. Una actitud contraria defrauda a 
las justas expectativas de los particulares y menoscaba la confianza que el proceder de la 
administración está llamado a generar” (sentencia T-298 de 1995. M.P. Dr. Alejandro 
Martínez Caballero). El articulo 29 indica que la violación al debido proceso se presenta en 
primer lugar por la inaplicación parcial de la normativa propia del concurso que afecta al 
accionante como se desglosa en el aparte de hechos del presente escrito, y como se sigue 
a continuación: Inaplicación de parcial Ley 909 de 2004, Art. 28, literales a, y b, Art. 27, y 
numeral 3 del Art. 31. Esta ley en su artículo 28 señala los principios, de acuerdo con los 
cuales se desarrollarán los procesos de selección para el ingreso los empleos públicos de 
carrera administrativa. El literal a, explica al “mérito” como uno de estos principios. Según 
este, el ingreso a los cargos de carrera administrativa estará determinado por la 
demostración de las competencias requeridas para el desempeño del empleo. Tal principio 
ha sido vulnerado en la medida que he sido calificada de manera incorrecta. El artículo 27 
indica que “La carrera administrativa es un sistema técnico de administración de personal 
que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la administración pública y ofrecer estabilidad 
e igualdad de oportunidades para el acceso y el ascenso al servicio público. Para alcanzar 
este objetivo, el ingreso y la permanencia en los empleos de carrera administrativa se hará 
exclusivamente con base en el mérito, mediante procesos de selección en los que se 
garantice la transparencia y la objetividad, sin discriminación alguna”. El numeral 3 del Art. 
31, indica que en los concursos de mérito el proceso de selección comprende las pruebas o 
instrumentos de selección, los cuales tienen como finalidad: “apreciar la capacidad, 
idoneidad y adecuación de los aspirantes a los diferentes empleos que se convoquen, así 
como establecer una clasificación de los candidatos respecto a las calidades requeridas 
para desempeñar con efectividad las funciones de un empleo o cuadro funcional de 
empleos. La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, los 
cuales deben responder a criterios de objetividad e imparcialidad”. Inaplicación parcial de la 
Ley 1437 DE 2011, Art. 3 Conforme el artículo 3 “Las actuaciones administrativas se 
desarrollarán, (…), con arreglo a los principios del debido proceso, igualdad, imparcialidad, 
(…), coordinación, eficacia, economía y celeridad”. Así las cosas, los principios señalados 
se han visto infringidos como se expuso previamente en la argumentación de la violación de 
los Art. 29, 13, de la Carta. En cuanto al principio de imparcialidad, según el cual las 
autoridades deberán actuar teniendo en cuenta que la finalidad de los procedimientos 
consiste en asegurar y garantizar los derechos de todas las personas sin discriminación 
alguna, se está viendo afectado toda vez que por inaplicación directa de valoración de título 
en posgrado excedente al requisito mínimo, le impone a la accionante una carga desigual 
frente a los demás participantes. Art. 13 Constitucional El derecho fundamental a la igualdad 
ha sido vulnerado al habérsele inaplicado en igualdad de condiciones que a los demás 
participantes del proceso de Selección Proceso de selección, dado que a los demás 
participantes se les calificó de manera correcta los certificados de educación, conforme lo 
señalado debí recibir el mismo trato que los demás aspirantes, para los cuales se presume 
la buena fe de la administración pública expresada en la valoración de cada uno de los 
componentes de valoración de documentación. El acceso a carrera mediante concurso 
dirigido a determinar los méritos y calidades de los aspirantes (CP Art. 125), es una 
manifestación concreta del derecho a la igualdad (CP Art. 13) y al desempeño de funciones 
y cargos públicos (CP Art. 40- 7). La libertad del legislador para regular el sistema de 
concurso de modo que se garantice la adecuada prestación del servicio público no puede 
desconocer los derechos fundamentales de los aspirantes que se satisfacen mediante la 
participación igualitaria en los procedimientos legales de selección de los funcionarios del 



Estado. La ley señala los requisitos y condiciones necesarios para ingresar a los cargos de 
carrera y para determinar los méritos y calidades de los aspirantes (Art. 125 superior). En 
este escenario el principio de igualdad se opone a que la ley al regular el mecanismo de 
ingreso a la función pública establezca requisitos o condiciones incompatibles y extraños al 
mérito y a la capacidad de los aspirantes teniendo en cuenta el cargo a proveer, pues se 
generarían barreras ilegítimas y discriminatorias que obstruirían el ejercicio igualitario de los 
derechos fundamentales. Para asegurar la igualdad, de otra parte, es indispensable que las 
convocatorias sean generales y que los méritos y requisitos que se tomen en consideración 
tengan suficiente fundamentación objetiva y reciban, junto a las diferentes pruebas que se 
practiquen, una valoración razonable y proporcional a su importancia intrínseca. De esta 
manera el derecho a la igualdad dentro del concurso de méritos es de fundamental 
importancia y la administración no debe ejercer discriminaciones injustificadas entre los 
administrados. Por tanto, debe garantizar el acceso a la administración y a sus funcionarios. 
Así, la igualdad hace alusión a la prohibición de tratos irracionales o discriminatorios que no 
tengan una justificación razonable; en el caso objeto de estudio es importante establecer 
que este derecho fundamental se vulnera cuando no se valora el título profesional aportado 
que cumple con las condiciones descritas en el acuerdo de la convocatoria. 

 
 

PRETENCIONES 
 
 

PRIMERO: Solicito respetuosamente señor Juez, AMPARAR mis derechos 
fundamentales al debido proceso, a la igualdad, al trabajo y a ocupar cargos 
públicos en carrera administrativa, amenazados por la COMISION NACIONAL DEL 
SERVICIO CIVIL Y POR LA FUNDACION UNIVERSITARIA AREA ANDINA por los 
hechos anteriormente expuestos. 

 
 

SEGUNDO: En concordancia con lo anterior ORDENAR Que se realice la 
corrección pertinente sobre estas fechas anteriormente relacionadas y como 
consecuencia a ellos que se proceda a validar el tiempo que no se me fue tenido en 
cuenta para el cálculo de valoración de antecedentes, más específicamente la parte 
de experiencia relacionada, ya que con los certificados laborales demuestro que en 
ningún momento se cruzan o traslapan ni de forma parcial o completa como indica 
el hecho TERCERO, y ya que por este hecho es por el cual no se me tiene en 
cuenta la experiencia laboral relacionada entre el periodo de 15/02/2021 al 
15/02/2022, revisar los certificados en los anexos los cuales son los mismos que 
presente a la hora de la inscripción y los cuales demuestran que las fechas 
laborales son total mente diferentes. 

 

TERCERO: Como consecuencia de la SEGUNDA pretensión también ORDENAR la 
corrección parcial de la valoración de antecedentes y esta al ser parte de la 
calificación global también esta debe ser corregida ya que como indican los 
certificados dichos certificados no se traslapan. 



CUARTO: En caso de no variar la puntuación que tengo actualmente, ORDENAR 
que me sea suministrado un informe detallado: De la razones y argumentos que 
indican que el tiempo que trascurre entre las fechas del 15/02/2021 al 15/02/2022 se 
traslapan según mis certificados. 

 
 
 

 
PRUEBAS 

1. Evidencia del derecho de petición presentado el 24 de noviembre con sus 
respectivos anexos. 

2. Evidencia Radicación derecho de petición 2023RE222460 
 
 
 

ANEXOS 

1. Los relacionados en el acápite de las pruebas 
2. Copia de la cedula del accionante 

 

 
DECLARACIÓN JURADA 

 

Bajo la gravedad del juramento manifiesto que no se ha interpuesto acción de tutela 
ante otra autoridad por los mismos hechos y derechos en contra de las mismas 
personas. 

 

 
NOTIFICACIONES 

El suscrito titular de los derechos en: el Correo electrónico: 
juanduranverona@gmail.com. 

 
 

Las accionada Comisión Nacional del Servicio Civil en 
notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co 

 
 

La accionada Fundación Universitaria del Area Andina en 
notificacionjudicial@areandina.edu.co 



 

Atentamente, 

Juan Esteban Durango Verona 
c.c. 1007386748 de Medellín 
Teléfono: 3117735821 



Cedula de ciudadanía 



ANEXO #1 
 



ANEXO#2 
 



DERECHO DE PETICIÓN (24/11/2023) 
 



 



 



 



 



 



 

RADICADO DE DERECHO DE PETICÓN CNSC 
 
 
 
 



 


